
RECURSO DE REVISIÓN
EXPEDIENTE: 641/2024.
SUJETO OBLIGADO: COLEGIO DE ESTUDIOS CIENTÍFICOS Y TECNOLÓGICOS DEL ESTADO DE
YUCATÁN (CECYTEY).
COMISIONADO PONENTE: LICENCIADO EN DERECHO, MAURICIO MORENO MENDOZA.

ANTECEDENTES:

 Fecha de solicitud de acceso: El día catorce de octubre de dos mil veinticuatro, registrada bajo el

folio  número  310568024000012,  en  la  se  cual  requirió  lo  siguiente:  “solicito  cualquier  expresión

documental  en  la  que  este  consignada  la  siguiente  información:  1.-  catálogo  de  prestaciones

socioeconómicas autorizadas y  política  salarial  emitido por  la  dirección de remuneraciones de la

unidad de administración y finanzas de la secretaria de educación pública federal,  que haya sido

notificado a la institución ya sea por oficio o correo electrónico. se solicitan los que hayan estado

vigentes en los siguientes ejercicios fiscales: 2018, 2019, 2020, 2021, 2022, 2023 y 2024, así como

sus modificaciones o adiciones, de manera íntegra sin tachaduras o párrafos testados. 2.- anexo de

ejecución/apoyo  financiero  y  sus  modificaciones  que  hayan  estado  vigentes  en  los  siguientes

ejercicios  fiscales:  2018,  2019,  2020,  2021,  2022,  2023 y  2024,  así  como sus  modificaciones  o

adiciones, de manera íntegra sin tachaduras o párrafos testados. 3.- tabulador de sueldos y salarios

vigente en el ejercicio fiscal 2023 y 2024, desglosado por categorías, señalando a que categorías se

les  tiene  asignado  el  pago  de  compensaciones,  complementos,  estímulos  o  cualquier  otra

denominación que se le otorga al pago de dicha prestación, debiendo precisar el importe bruto y neto,

y si  sobre las mismas se deducen impuestos,  cuotas de seguridad social.  4.-  cuadro general  de

antigüedad debidamente validado y elaborado en términos de lo dispuesto por el artículo 158 de la ley

federal del trabajo vigente. 5.- listado con nombres de los servidores públicos que ocupan una plaza,

base o mantienen una relación laboral con la institución, señalando fecha de ingreso, salario diario

integrado y las percepciones que lo integran, cuotas de seguridad social calculadas y retenidas. en el

caso  de  la  secretaria  de  educación  es  únicamente  respecto  al  personal  del  sistema  de

telebachilleratos y prepa Yucatán.

 Fecha en que se notificó el acto reclamado: El veintiocho de octubre de dos mil veinticuatro.

 Actos  reclamados:  La  declaración  de  inexistencia  de  información  y  la  entrega  de  información

incompleta.

 Fecha de interposición del recurso: El treinta de octubre de dos mil veinticuatro.

CONSIDERANDOS:
Normatividad Consultada: 
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Yucatán.

Código de la Administración Pública de Yucatán.

Ley que Crea el Colegio de Estudios Científicos y Tecnológicos del Estado de Yucatán.
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Acuerdo Cecytey 03/2018 por el que se expide el Estatuto orgánico del Colegio de Estudios Científicos y

Tecnológicos del Estado de Yucatán.

Área que resultó competente: La Dirección de Administración y Finanzas.

Conducta: En fecha veintiocho de octubre de dos mil veinticuatro, el Colegio de Estudios Científicos y

Tecnológicos del  Estado de Yucatán,  a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, hizo del

conocimiento de la parte recurrente la respuesta a la solicitud de acceso que nos ocupa; inconforme con

dicha  respuesta,  el  hoy  recurrente  interpuso  el  medio  de  impugnación  que  nos  compete  contra  la

inexistencia y la entrega de información incompleta de la información,  el  cual  resultó procedente de

conformidad a la fracción II y IV del artículo 143 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la

Información Pública.

En primera instancia, conviene precisar que, del análisis efectuado al escrito inicial, se advierte

que la parte promovente no expresó agravios respecto a los contenidos de información marcados con los

incisos 1), 2), y 3); en este sentido, en el presente asunto este Órgano Colegiado exclusivamente entrará

al estudio de los efectos del acto impugnado sobre la información descrita en los puntos  4) y 5), por ser

respecto del diverso 1), 2) y 3), actos consentidos.

Al respecto, resultan aplicables los criterios sostenidos por el Poder Judicial de la Federación, en

las tesis que a continuación se enuncian en los rubros siguientes:

NO. REGISTRO: 204,707 
JURISPRUDENCIA MATERIA(S): COMÚN 
NOVENA ÉPOCA INSTANCIA: TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 
FUENTE: SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN Y SU GACETA II, AGOSTO DE 1995 
TESIS: VI.2O. J/21 
PÁGINA: 291 

“ACTOS CONSENTIDOS TÁCITAMENTE. SE PRESUMEN ASÍ, PARA LOS EFECTOS DEL AMPARO,
LOS ACTOS DEL ORDEN CIVIL Y ADMINISTRATIVO, QUE NO HUBIEREN SIDO RECLAMADOS EN
ESA VÍA DENTRO DE LOS PLAZOS QUE LA LEY SEÑALA.”

NO. REGISTRO: 219,095 
TESIS AISLADA 
MATERIA(S): COMÚN 
OCTAVA ÉPOCA INSTANCIA: TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 
FUENTE: SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN IX, JUNIO DE 1992 
TESIS: 
PÁGINA: 364
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“CONSENTIMIENTO  TÁCITO  DEL  ACTO  RECLAMADO  EN  AMPARO.  ELEMENTOS  PARA
PRESUMIRLO”. 

Así también, sirve de apoyo a lo anterior, el Criterio 04/2024, emitido por el Pleno de este Instituto,

aprobado en sesión de fecha dieciocho de julio del año en curso, el cual es del tenor literal siguiente: 

“CRITERIO 04/2024 ACTOS CONSENTIDOS TÁCITAMENTE. IMPROCEDENCIA DE SU ANÁLISIS. SI EN
UN RECURSO DE REVISIÓN, LA PERSONA RECURRENTE NO EXPRESÓ INCONFORMIDAD ALGUNA
CON  CIERTAS  PARTES  DE  LA  RESPUESTA  OTORGADA,  SE  ENTIENDEN  TÁCITAMENTE
CONSENTIDAS,  POR  ENDE,  NO  DEBEN  FORMAR  PARTE  DEL  ESTUDIO  DE  FONDO  DE  LA
RESOLUCIÓN QUE EMITE EL INSTITUTO. 
PRECEDENTES: 

• RR 1158/2022.  SESIÓN DEL 26 DE ENERO DEL 2023.  VOTACIÓN POR UNANIMIDAD. SIN VOTOS
PARTICULARES  O  DISIDENTES.  SERVICIOS  DE  SALUD  DE  YUCATÁN.  COMISIONADO  PONENTE:
ALDRIN MARTÍN BRICEÑO CONRADO. 

• RR  269/2023.  SESIÓN  DEL  26  DE  MAYO  DEL  2023.  VOTACIÓN  POR  UNANIMIDAD.  SIN  VOTOS
PARTICULARES  O  DISIDENTES.  PARTIDO  MORENA.  COMISIONADA  PONENTE:  MAESTRA,  MARÍA
GILDA SEGOVIA CHAB. 

• RR  307/2023.  SESIÓN  DEL  06  DE  JULIO  DEL  2023.  VOTACIÓN  POR  UNANIMIDAD.  SIN  VOTOS
PARTICULARES  O  DISIDENTES.  FISCALÍA  GENERAL  DEL  ESTADO  DE  YUCATÁN.  COMISIONADO
PONENTE: CARLOS FERNANDO PAVÓN DURÁN.”

De las referidas tesis y criterio de interpretación, se desprende que en el caso de que el particular

no haya manifestado su inconformidad en contra del acto o parte del mismo, se tendrá por consentido,

en virtud de que no se expresa un agravio que le haya causado el acto, por lo que hace a la parte en la

que no se inconforma.

En este  orden de  ideas,  en virtud  de  que la  parte  recurrente  no  manifestó  su inconformidad

respecto de la información correspondiente a los contenidos 1), 2) y 3), se consideran actos consentidos,

por lo que, no serán motivo de análisis en la presente resolución.

Establecido  lo  anterior,  conviene  señalar,  que  en  fecha  veintiocho  de  octubre  de  dos  mil

veinticuatro, el Sujeto Obligado notificó la respuesta de la solicitud de acceso que nos ocupa, a través de

la Plataforma Nacional de Transparencia; por lo que inconforme, con dicha respuesta, la parte solicitante

el  día  treinta  del  propio  mes  y  año,  interpuso  el  recurso  de  revisión  que  nos  ocupa,  resultando

procedente en términos de las fracciones II y IV del ordinal 143, de la Ley General en cita, que en su

parte conducente establece lo siguiente:

“ARTÍCULO 143. EL RECURSO DE REVISIÓN PROCEDERÁ EN CONTRA DE: 
…
II. LA DECLARACIÓN DE INEXISTENCIA DE LA INFORMACIÓN;
…
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IV. LA ENTREGA DE INFORMACIÓN INCOMPLETA
…”

          Admitido  el  presente Recurso de Revisión,  en  fecha veintiuno de noviembre  de  dos  mil

veinticuatro,  se corrió traslado al  Sujeto Obligado para que dentro del  término de siete días hábiles

siguientes al de la notificación del referido acuerdo, manifestara lo que a su derecho conviniera, según

dispone el artículo 150 fracciones II y III de la Ley de la Materia, siendo el caso que dentro del término

legal  otorgado  para  tales  efectos  no  los  rindió,  pues  de  las  constancias  que  obran  en  autos  del

expediente en que se actúa no se advierte alguna que así lo acredite.                

A continuación,  este Cuerpo Colegiado procederá a valorar  la conducta de la autoridad con

motivo de la solicitud de acceso con número de folio 310568024000012.

Del análisis efectuado a las constancias que obran en autos del recurso de revisión que nos

ocupa,  se  advierte  que  el  Colegio  de  Estudios  Científicos  y  Tecnológicos  del  Estado  de  Yucatán,

CECYTEY, por conducto de la Dirección de Administración y Finanzas, (Jefa de Administración de
Personal), mediante el oficio número CECyTEY/APE/0126/2024, de fecha veintidós de octubre de dos

mil veinticuatro, manifestó en cuanto a los contenidos de información relacionados en los incisos 4) y 5),

lo siguiente: “…referencia a su punto …5, únicamente las instancias se encuentran obligadas a otorgar el

acceso a los documentos que le pertenecen, art. 130 de la ley federal de transparencia y acceso a la

información pública…así como el punto 5 donde solicita, el listado de los nombres de los servidores

públicos y que plaza ocupan, la información con la que se cuenta es en función del Colegio de Estudios

Científicos  y  Tecnológicos  del  Estado  de  Yucatán…  respecto  al  número  4,  sobre  el  cuadro  de

antigüedad, le comento que, luego de realizar una extensa búsqueda de la información, notificó que no

se cuenta con algún historial de la documentación solicitada, en los documentos que obran en el área,

tanto físicos como información electrónica.”. 

             En mérito de lo anterior, en primera instancia respecto a la declaratoria de inexistencia de la

información, conviene hacer referencia a la normativa que establece el procedimiento que el Colegio de

Estudios Científicos y Tecnológicos del Estado de Yucatán, CECYTEY debe seguir al resultar inexistente

la información referida en una solicitud de acceso:

El artículo 129 de la Ley General de la Materia, prevé la obligación de los Sujetos Obligados de

proporcionar  únicamente  la  información  que  se  encuentre  en  su  poder,  situación  que  permite  a  la

autoridad invocar la inexistencia de la misma, en los casos que así lo ameriten.

Asimismo, es necesario establecer que de conformidad con el artículo 53 fracción III de la Ley
de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Yucatán , los Sujetos Obligados

podrán negar la información solicitada previa demostración y motivación que efectuaren, que, al referirse
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a  alguna  de  sus  facultades,  competencias  o  funciones,  no  hayan  sido  ejercidas  por  la  autoridad,

debiendo motivar la causal por las cuales no las ejerció.

En  ese  sentido, los  Sujetos  Obligados,  al  no  ejercer  dichas  facultades,  competencias  o

atribuciones,  actuarán  atendiendo  a  lo  previsto  en  los  artículo  138  y  139  de  la  Ley  General  de

Transparencia y Acceso a la Información Pública, remitiendo dicha declaración de inexistencia al Comité

de Transparencia respectivo, para efectos que éste garantice que se efectuó una búsqueda exhaustiva

de la información,  y determine la imposibilidad de su generación, exponiendo de manera fundada y

motivada, las razones por las cuales no se ejercieron dichas facultades, competencia o funciones.

En tal virtud, si el Sujeto Obligado determinare declarar la inexistencia de la información, para

proceder de esa manera deberá atender a lo previsto en la legislación que resulta aplicable, esto es, lo

contemplado  en  los  artículos  131,  138  y  139  de  la  Ley  General  de  Transparencia  y  Acceso  a  la

Información Pública; siendo que en atención a lo establecido en los ordinales en cita y en cumplimiento a

la  facultad  prevista  en  el  ordinal  199  de  la  Ley  General  de  la  Materia,  el  Instituto  Estatal  de

Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, publicó en el Diario

Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán, el día veintisiete de julio de dos mil dieciocho, el  Criterio
02/2018,  que establece  el  “PROCEDIMIENTO  A  SEGUIR  POR  PARTE  DE  LOS  SUJETOS
OBLIGADOS  PARA  LA  DECLARACIÓN  DE  INEXISTENCIA  DE  LA  INFORMACIÓN”,  debiendo

cumplirse al menos con lo siguiente:  

a) La Unidad de Transparencia deberá acreditar haber requerido a todas las áreas competentes.

b) El área competente   deberá informar haber realizado una búsqueda exhaustiva de la información

solicitada,  motivando la inexistencia de la misma y brindando de esa forma certeza jurídica al

particular, remitiendo la solicitud al Comité de Transparencia respectivo, junto con el escrito en el

que funde y motive su proceder.

c) El  Comité  de Transparencia deberá:  I) analizar  el  caso y tomar  las medidas necesarias para

localizar la información; II) emitir una resolución a través de la cual confirme la inexistencia de la

información, la cual deberá contener los elementos mínimos que permitan a la solicitante tener la

certeza que se empleó un criterio de búsqueda exhaustivo, señalando también las circunstancias

de  tiempo,  modo  y  lugar  que  generaron  la  inexistencia,  y  III) Exponga  de  forma  fundada  y

motivada,  las  razones  por  las  cuales  en  el  caso  particular  no  ejerció  dichas  facultades,

competencias  o  funciones,  lo  cual  notificará  a  la  solicitante  a  través  de  la  Unidad  de

Transparencia.

d) Se deberá notificar al particular la resolución del Comité de Transparencia.

          Así, en el caso que nos ocupa, se tiene que la autoridad turnó el requerimiento de información a la

Dirección de Administración y Finanzas  por conducto del  Departamento de la  Administración del
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personal, quienes procedieron a declarar la inexistencia del contenido de información 4), sin fundar ni

motivar adecuadamente la inexistencia.

Asimismo, al no haber expuesto correctamente la fundamentación y motivación en la respuesta

impugnada, no obstante que estos son elementos de validez de los actos administrativos, se arriba

a la conclusión de que ésta se encuentra emitida en contravención a los elementos de validez de

fundamentación y motivación previstos en la fracción VI  de la Ley de Actos y Procedimientos

Administrativos del Estado de Yucatán, de aplicación supletoria a la Ley estatal de la Materia, el

cual prevé:

“TÍTULO SEGUNDO

DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS

CAPÍTULO I 

DE LOS ELEMENTOS Y REQUISITOS

ARTÍCULO 6.-  PARA QUE UN ACTO ADMINISTRATIVO SEA VÁLIDO DEBE CONTENER LOS
ELEMENTOS Y CUMPLIR CON LOS REQUISITOS SIGUIENTES:

…

VI.- ESTAR FUNDADO Y MOTIVADO;

…”

Entendiéndose por estar fundado y motivado un acto administrativo, que debe citarse con precisión

el o los preceptos legales aplicables, así como las circunstancias especiales, razones particulares o causas

inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, debiendo existir congruencia

entre los motivos aducidos y las normas aplicadas al  caso,  siendo aplicable la siguiente Jurisprudencia

emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, perteneciente a la Novena Época, visible en el

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, III, Marzo de 1996, página 769, la cual dispone: 

Registro No. 170307

Localización:

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
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XXVII, Febrero de 2008

Página: 1964

Tesis: I.3º.C.J/47

Jurisprudencia

Materia (s): Común

FUNDAMENTACIÓN  Y  MOTIVACIÓN.  LA  DIFERENCIA  ENTRE  LA  FALTA  Y  LA  INDEBIDA
SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE
DEBEN  ESTUDIARSE  LOS  CONCEPTOS  DE  VIOLACIÓN  Y  A  LOS  EFECTOS  DEL  FALLO
PROTECTOR.  La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o
incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos
que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera
previa.  En  efecto,  el  artículo 16  constitucional establece,  en  su  primer  párrafo,  el  imperativo  para  las
autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención
al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos
formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta
de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el  dispositivo legal aplicable al  asunto y las
razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en
esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca
el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que
impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en
que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están
en disonancia con el  contenido de la norma legal que se aplica en el  caso. De manera que la falta de
fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o
incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con
un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso
concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal
dado  que  el  acto  de  autoridad  carece  de  elementos  ínsitos,  connaturales,  al  mismo  por  virtud  de  un
imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado,
procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo
porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son
incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un
previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección. Por virtud de esa
nota distintiva,  los efectos de la concesión del  amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional,  son
igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje
insubsistente  el  acto  inconstitucional,  en  el  primer  supuesto  será  para  que  subsane  la  irregularidad
expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y
motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en
que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la
carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el
amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo
con  los  atinentes  al  defecto,  versen  sobre  la  incorrección  de  ambos  elementos  inherentes  al  acto  de
autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y
motivación,  esto  es,  de  la  violación  material  o  de  fondo.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo  directo  551/2005.  Jorge  Luis  Almaral  Mendívil.  20  de  octubre  de  2005.  Unanimidad  de  votos.
Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo.
Amparo  directo  66/2007.  Juan  Ramón  Jaime Alcántara.  15  de  febrero  de  2007.  Unanimidad  de  votos.
Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo.
Amparo directo 364/2007. Guadalupe Rodríguez Daniel. 6 de julio de 2007. Unanimidad de votos. Ponente:
Neófito López Ramos. Secretaria: Greta Lozada Amezcua.
Amparo directo 513/2007. Autofinanciamiento México, S.A. de C.V. 4 de octubre de 2007. Unanimidad de
votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo.
Amparo directo 562/2007. Arenas y Gravas Xaltepec, S.A. 11 de octubre de 2007. Unanimidad de votos.
Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo.
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          Ahora, en cuanto al  procedimiento previsto en la Ley General  de la Materia para declarar la

inexistencia de la información, tampoco cumplió la autoridad con ello, pues omitió informar al Comité de

Transparencia la inexistencia para efectos que éste analizara el caso y tomar las medidas necesarias para

localizar la información; y así pudiere emitir una resolución a través de la cual confirme la inexistencia de la

información, la cual deberá contener los elementos mínimos que permitan a la solicitante tener la certeza

que se empleó un criterio de búsqueda exhaustivo, señalando también las circunstancias de tiempo, modo y

lugar que generaron la inexistencia, y exponga de forma fundada y motivada, las razones por las cuales en

el caso particular no ejerció dichas facultades, competencias o funciones, lo cual notificaría al solicitante a

través de la Unidad de Transparencia.

       

          Es decir, el CECYTEY no siguió el procedimiento que establece la ley para realizar la búsqueda de la

información, pues no se observa que se haya utilizado un criterio amplio de búsqueda, por lo que no brindó

certeza de la inexistencia de los documentos del interés de la parte recurrente, y en consecuencia no es

posible validar la inexistencia aludida por la responsable en cuanto a lo peticionado a través de la solicitud

de acceso con número de folio 310568024000012.

Respuesta de mérito, que no goza de certeza jurídica y de validez, ya que si bien deviene del área

que  atendiendo  sus  atribuciones  es  la  encargada  dentro  del  Colegio  de  Estudios  Científicos  y

Tecnológicos del Estado de Yucatán, de los recursos humanos, financieros, materiales y tecnológicos de

la dependencia,  esto es,  la  Dirección de Administración y Finanzas, por lo que es la única que puede

conocer sobre la existencia o no de la información que desea obtener el ciudadano, en consecuencia la

contestación de ésta no se encuentra debidamente fundada y motivada, para garantizarle al  ciudadano

sobre la inexistencia de la información en sus archivos.

Establecido lo anterior, a continuación, se procederá a valorar la entrega de información incompleta
respecto al contenido 5).

En cuanto al citado contenido de información, se desprende que el Sujeto Obligado puso a disposición

del particular la información antes precisada para su consulta en la Plataforma Nacional de Transparencia, en

la opción del tabulador de sueldos vigente.

En ese sentido, se desprende que no resulta procedente el actuar del CECYTEY, pues si bien requirió

al  área  competente  para  conocer  de  la  información  peticionada,  a  saber,  la  Jefa  de  Administración  de

Personal,  procediendo a poner a  disposición del  solicitante  la  información aludida,  manifestando que se

encuentra para consulta en la Plataforma Nacional de Transparencia, lo cierto es, que la autoridad de manera

genérica remitió a la PNT para revisar el apartado de sueldos, sin poder observarse los conceptos específicos

de ingreso, salario diario integrado y cuotas de seguridad social calculadas y retenidas, ni tampoco emitió
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pronunciamiento alguno sobre estos conceptos, por lo que se considera que la información en cuestión se

encuentra incompleta.

Consecuentemente, se determina que en efecto el acto que se reclama, sí causó agravio a la
parte recurrente, coartando su derecho de acceso a la información pública. 

Sentido: Se Modifica la respuesta emitida por el Sujeto Obligado y se le instruye para que a través de

la Unidad de Transparencia realice lo siguiente: 

I.- Requiera de nueva cuenta a la  Dirección de Administración y Finanzas a través de la Jefa de
Administración de Personal, para efectos que realice la búsqueda de los contenidos de información

referidos en los incisos: 4) y 5), este último en cuanto a:  conceptos específicos de: fecha de ingreso,

salario diario integrado y cuotas de seguridad social calculadas y retenidas, y como resultado de ello

proceda  a  su  entrega,  o  bien,  de  así  actualizarse  declare  su  inexistencia,  fundando  y  motivando

adecuadamente la misma, remitiéndola al  Comité de Transparencia, a fin de que éste cumpla con lo

previsto en los  artículos 138 y 139 de la Ley General  de Transparencia y Acceso a la Información

Pública, así  como el  Criterio 02/2018, emitido por  el  Instituto Estatal  de Transparencia,  Acceso a la

Información  Pública  y  Protección  de  Datos  Personales; II.-  Ponga  a disposición  del  ciudadano  las

documentales  que  le  hubiere  remitido  las  áreas  señaladas  en  el  numeral  que  precede,  en  las  que

entreguen la información requerida; o bien, las que se hubieran emitido con motivo de su inexistencia, en

las que se funde y motive la  misma, así  como las actuaciones realizadas por  parte del  Comité  de

Transparencia,  según corresponda; III.-  Notifique  al  ciudadano las  acciones realizadas,  conforme a

derecho corresponda, acorde a lo dispuesto en el artículo 125 de la Ley General de Transparencia y

Acceso a la Información Pública, a través del correo electrónico designado en el medio de impugnación

que nos compete a fin de recibir notificaciones, esto, atendiendo el estado procesal que actualmente

guarda la solicitud de acceso con número de folio 310568024000012; e 

IV.- Informe al Pleno del Instituto el cumplimiento a todo lo anterior, y remita las constancias que para

dar cumplimiento a la presente resolución comprueben las gestiones realizadas.

Plazo para cumplir e informar lo ordenado: Diez días hábiles contados a partir de la notificación de la

resolución que nos ocupa.

SESIÓN: 16/ENERO/2025.
KAPT/JAPC/HNM.
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